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CERTIORARI 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala Superior de 
Mayagüez  
 
Civil número: 
ISCI201401630 
 
Sobre: 
Declaratoria o Negatorio 
de Servidumbre 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán, la Juez Ortiz 
Flores y la Juez Cintrón Cintrón.1 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

R E S O L U C I Ó N  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de julio de 2017. 

Comparecen el señor Angel Fuentes Adames y otros (peticionarios) 

y nos solicitan que revoquemos la Resolución2  emitida el 2 de junio de 

2017 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez (TPI), la cual 

declara No Ha Lugar una moción de sentencia sumaria.  

Adelantamos que se deniega la expedición del auto de certiorari.  
 

I 

Los peticionarios presentaron una Demanda3 ante el TPI sobre 

acción declaratoria o negatoria de servidumbre de paso contra los señores 

Wilfredo Soto Cruz y Segundo Soto Cruz (recurridos). Luego de varios 

trámites ante el foro de primera instancia, los peticionarios presentaron una 

Moción Solicitando Sentencia Sumaria4 en la cual se hace una exposición 

de varios eventos y trámites previos y posteriores a la presentación de la 

demanda ante el TPI, se exponen normas del derecho aplicable y se solicita 

que se dicte sentencia sumaria por el acta de inspección ocular celebrada 

                                                 
1 Conforme a la Orden Administrativa TA-2017-137 del 7 de julio de 2017, por la inhibición 
de la Juez Birriel Cardona, la Juez Cintrón Cintrón la sustituye. 
2 Apéndice del recurso, págs. 1-3.  
3 Id., págs. 24-26. 
4 Id., págs. 41-65. 
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ante el Juez Waldemar Rivera Torres. Los recurridos presentaron sus 

respectivos escritos de oposición a la moción de sentencia sumaria5.  

El TPI emitió una resolución el 2 de junio de 2017, notificada el 5 de 

junio de 2017, la cual lee como sigue: 

RESOLUCIÓN 

Evaluada la moción solicitando sentencia sumaria, 
presentada por la parte demandante el 22 de julio de 2016, 
así como las oposiciones de las partes demandadas, 
resolvemos: 

NO HA LUGAR. La moción de sentencia sumaria no cumple 
con los requisitos de la Regla 36.3(a) de las Reglas de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(a). Véase, 
Meléndez González v. M. Cuevas, Inc., 193 DPR 100 (2015); 
Zapata Rivera v. JF Montalvo, 189 DPR 414 (2013). Por otro 
lado, tratándose la presente de una acción declaratoria de 
servidumbre, resulta necesaria la celebración de una vista en 
los méritos, de modo que las partes puedan presentar 
evidencia para probar sus alegaciones y así salvaguardar el 
derecho que les asiste de tener su día en corte. 

En atención a lo anterior, este tribunal convierte la vista de 
seguimiento previamente señalada para el 13 de julio de 
2017, a las 2:00 p.m., en la conferencia con antelación a 
juicio. Se ordena [a] las partes presentar el correspondiente 
informe sobre conferencia preliminar entre abogados cinco 
(5) días antes de la vista, son pena de sanciones. (Énfasis 
nuestro.)6 

Inconformes, el 30 de junio de 2017, los peticionarios presentaron 

un recurso de Certiorari con los siguientes señalamientos de error: 

1. COMETIÓ ERROR EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, SALA DE MAYAGÜEZ, EN QUE A PESAR 
DE TRANSCURRIDOS TODOS LOS TÉRMINOS POR 
CASI UN AÑO, LE CONCEDIÓ UNA OPORTUNIDAD A 
LA TERCERA ABOGADA DE LA PARTE CO-
DEMANDADA, SR. WILFREDO SOTO CRUZ, PARA 
QUE SOMETIERA POR MOCIÓN, CUALQUIER 
CUESTIÓN QUE ENTENDIERA COMO ABOGADA QUE 
LLEGABA AL PLEITO, SEA NECESARIO PARA LA 
MOCIÓN DE LA PARTE DEMANDANTE. 
 

2. COMETIÓ ERROR EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, SALA DE MAYAGÜEZ, AL NO ACEPTAR 
LA PRUEBA EN DERECHO EXISTENTE, COMO LO 
SON, LAS DEPOSICIONES A AMBOS DEMANDADOS, 
ACEPTANDO QUE NO TIENEN REPARO A QUE SE 
PASE POR EL CAMINO Y QUE SE ASFALTE Y SE 
CONVIERTA EN CAMINO PÚBLICO POR EL 
MUNICIPIO DE SAN SEBASTIÁN. 

 

3. COMETIÓ ERROR EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, SALA DE MAYAGÜEZ, EN NO DARLE 

                                                 
5 Id., págs. 66-105. 
6 Id., pág. 3. 
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CREDIBILIDAD Y[,] POR LO TANTO, EXIMIR DE OTRA 
PRUEBA A LOS TESTIGOS QUE ESCUCHÓ EL 
HONORABLE JUEZ WALDEMAR RIVERA, DURANTE 
LA INSPECCIÓN OCULAR, EN LA CUAL DECLARARON 
QUE EL CAMINO EN CONTROVERSIA HA EXISTIDO 
DESDE TIEMPO INMEMORIAL Y QUE UNO DE ELLOS, 
ERA HIJO DEL DUEÑO DE LA FINCA ORIGINAL, EL SR. 
MARTÍNEZ, QUIEN DECLARÓ QUE TODA LA VIDA ESE 
CAMINO HA EXISTIDO. 

Conjuntamente con la presentación del recurso de Certiorari, los 

peticionarios presentaron una Moción Solicitando Paralización de los 

Procedimientos. En esa misma fecha, 30 de junio de 2017, emitimos una 

Resolución en la cual concedimos a los peticionarios hasta el miércoles 5 

de junio de 2017 a las 3:00 de la tarde para que acreditaran el cumplimiento 

con el requisito de notificación simultánea dispuesto en la Regla 79(E) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 79(E). 

El 6 de junio de 2017, los peticionarios presentaron una Moción Notificando 

a Partes, y al Tribunal de Primera Instancia Radicación de Certiorari y (sic), 

en la cual no se acreditó el cumplimiento con el requisito de notificación 

simultánea que dispone la Regla 79(E), supra, por lo que se declara No Ha 

Lugar la solicitud de paralización de los procedimientos. 

Luego de evaluar el recurso de certiorari, resolvemos sin trámite 

ulterior conforme al derecho aplicable que vamos a exponer. 

II 

A. Certiorari  

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que permite 

a un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior. Pueblo v. Díaz de León, 176 D.P.R. 913, 917 (2009).  

En nuestro ordenamiento procesal civil y en particular la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 52.1, vigente para 

todo recurso instado a partir del 1 de julio de 2010, se hizo un cambio 

trascendental respecto a la jurisdicción del Tribunal Apelativo para revisar 

los dictámenes interlocutorios del TPI, mediante recurso de certiorari.  A tal 

fin, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone, en su parte 

pertinente, lo siguiente:   
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El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar 
la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, 
el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión. (Énfasis suplido).    

 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por el 

Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el recurso de apelación 

que se interponga contra la sentencia sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 

sobre los errores no perjudiciales.   

Por tanto, el asunto planteado en el recurso instado por el 

promovente debe tener cabida bajo alguno de los incisos de la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, supra, pues el mandato de la Regla 52.1 establece 

taxativamente que “solamente será expedido” el auto de certiorari para la 

revisión de remedios provisionales, interdictos, denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo, admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones 

de rebeldía, en casos de relaciones de familia y en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  

Así las cosas, el primer examen que debe pasar todo recurso de 

certiorari para ser expedido es tener cabida bajo alguno de los incisos de 

la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Este “test” es mayormente 

objetivo.  Por esto, se ha dicho que “los litigantes deben abstenerse de 

presentar recursos de certiorari para revisar órdenes y resoluciones de 

asuntos que no estén cobijados bajo las disposiciones de la Regla 52.1”. El 

tribunal revisor debe negarse a expedir el auto de certiorari 



 
 

 
KLCE201701174    

 

5 

automáticamente cuando el mismo gire en torno a alguna materia extraña 

a las disposiciones de la Regla 52.1.   

Superada esta primera etapa, procede hacer un segundo examen 

relativamente subjetivo. Se trata de nuestro examen tradicional 

caracterizado por la discreción encomendada al tribunal revisor para 

autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. A pesar de ser un asunto 

discrecional, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

esboza los siete criterios que el tribunal tomará en consideración al 

determinar la expedición de un auto de certiorari. Estos son:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.   
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.  

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. (Énfasis nuestro.)  
 
Por tanto, la discreción judicial “no se da en un vacío ni en ausencia 

de otros parámetros”, sino que el tribunal revisor debe ceñirse a los criterios 

antes transcritos.  

Si luego de evaluar los referidos criterios, el tribunal no expide el 

recurso, el tribunal puede fundamentar su determinación de no expedir, 

más no tiene la obligación de hacerlo. Esto es cónsono con el fundamento 

cardinal para la adopción de la Regla 52.1, supra, que es “atender los 

inconvenientes asociados con la dilación que el antiguo esquema 

ocasionaba en los procedimientos, así como la incertidumbre que se 
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suscitaba entre las partes del litigio”. IG Builders Corp v. Headquarters 

Corp., 185 D.P.R. 307 (2012). 

B. Sentencia Sumaria y la Revisión Judicial 

La Regla 36.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.2, 

permite a una parte contra la cual se ha presentado una reclamación, 

solicitar que se dicte sentencia sumaría a su favor sobre la totalidad o 

cualquier parte de la misma. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 212 

(2010). Asimismo, una parte demandante puede prevalecer con la 

presentación de una sentencia sumaria si provee prueba incontrovertible 

sobre todos los elementos indispensables de su causa de acción. Ramos 

Id. en la pág. 217. Este mecanismo procesal es un remedio de carácter 

extraordinario y discrecional. Sucn. Maldonado v. Sucn. Maldonado, 166 

DPR 154, 184 (2005). Su fin es favorecer la más pronta y justa solución de 

un pleito que carece de controversias genuinas sobre los hechos materiales 

y esenciales de la causa que trate. Id.  

En cuanto al asunto específico del estándar que debemos utilizar 

como Tribunal de Apelaciones al momento de revisar determinaciones del 

foro primario en las que se conceden o deniegan mociones de sentencia 

sumaria, el Tribunal Supremo expresó lo siguiente: 

El tribunal apelativo utilizará los mismos criterios que el 
Tribunal de Primera Instancia al determinar si procede una 
sentencia sumaria. Sin embargo, al revisar la 
determinación de primera instancia, el tribunal de 
apelación está limitado de dos maneras: primero, s[o]lo 
puede considerar los documentos que se presentaron 
ante el foro de primera instancia. Las partes no pueden 
añadir en apelación exhibit[s], deposiciones o affidávit[s] que 
no fueron presentados oportunamente en el foro de primera 
instancia, ni pueden esbozar teorías nuevas o esgrimir 
asuntos nuevos por primera vez ante el foro apelativo. 
Segundo, el tribunal apelativo s[o]lo puede determinar si 
existe o no alguna controversia genuina de hechos 
materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de forma 
correcta. No puede adjudicar los hechos materiales 
esenciales en disputa. Esa tarea le corresponde al foro de 
primera instancia. Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334-335 
(2004).  
 
Recientemente, el Tribunal Supremo atemperó la norma de revisión 

judicial a las Reglas de Procedimiento Civil de 2009. En primer lugar, 
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expresó que “[l]a revisión del Tribunal de Apelaciones es una de novo y 

debe examinar el expediente de la manera más favorable a favor de la parte 

que se opuso a la Moción de Sentencia Sumaria en el foro primario […]”. 

Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y Bohío International Corporation, 

193 DPR 100, 118 (2015). Además, reiteró que por estar en la misma 

posición que el foro primario debemos revisar que tanto la moción de 

sentencia sumaria como su oposición cumplan con los requisitos de 

forma recopilados en la Regla 36 de Procedimiento Civil. Id.  Luego de 

culminada nuestra revisión de las mociones, en caso de que encontremos 

que en realidad existen hechos materiales en controversia, debemos tener 

en cuenta lo siguiente: 

El foro apelativo intermedio tiene que cumplir con la exigencia 
de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 
concretamente cuáles hechos materiales encontró que están 
en controversia y cuáles están incontrovertidos. Esta 
determinación puede hacerse en la Sentencia que disponga 
del caso y puede hacer referencia al listado numerado de 
hechos incontrovertidos que emitió el foro primario en su 
Sentencia. Id.  
 
En caso contrario, de encontrar que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, entonces procederemos a revisar si el Tribunal de 

Primera Instancia aplicó correctamente el derecho a los hechos 

incontrovertidos. Id. Por último, es menester señalar que es norma 

reiterada por el Tribunal Supremo que los tribunales apelativos no 

intervendremos con el manejo de los casos por el Tribunal de Primera 

Instancia, "salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de discreción 

o que el tribunal actuó con prejuicio y parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial". Zorniak Air Services v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 

181(1992).    

III 

Los peticionarios recurren ante nosotros mediante un recurso de 

certiorari para que se deje sin efecto una resolución del TPI que declaró no 

ha lugar una moción de sentencia sumaria. La resolución recurrida es de 
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carácter dispositivo por lo que debemos determinar si debemos entrar a los 

méritos del recurso o denegar la expedición del auto 

Con el beneficio de un examen detenido y minucioso de expediente 

ante nosotros, que incluye el recurso de certiorari y su apéndice, somos del 

criterio que no debemos intervenir en el trámite y manejo del caso ante el 

TPI en esta etapa de los procedimientos conforme a lo dispuesto en la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. Surge 

claramente del apéndice del recurso que el foro de instancia no erró al 

resolver que la moción de sentencia sumaria no cumple con los requisitos 

de forma dispuestos en la Regla 36 de las de Procedimiento Civil, supra, 

por lo que en el ejercicio de nuestra discreción debemos denegar la 

expedición del auto de certiorari solicitado.  

IV 

Por los fundamentos esbozados anteriormente, se declara no ha 

lugar la solicitud de paralización de los procedimientos y se deniega la 

expedición del auto de certiorari. 

Adelántese inmediatamente por correo electrónico y notifíquese 

inmediatamente por correo ordinario a las partes.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 
 


